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gasto en seguridad estuvo por debajo del prome-
dio regional, a pesar de cataclismos sociales que 
ha sufrido Colombia. Así, homicidios y secuestros 
descendieron cuando el Estado fortaleció el gas-
to en seguridad, hecho que tanto se critica en 
columnas de opinión de los diarios de circulación 
nacional. Sin embargo, la evidencia contrafactual 
indica que países con un sector Defensa desarro-
llado permiten al Estado tener altas posibilidades 
de crecimiento.

Bajo esta línea, se han desarrollado investigacio-
nes que han dado luces sobre los efectos del cri-
men en la productividad de Colombia; el primer 
trabajo que mostró esta conducción fue Rubio 
(1995) quien estableció la existencia de una ra-
zón causal entre crimen y crecimiento económi-
co, sembrando la hipótesis que este llega a zonas 
de alta productividad provocando una afectación 
de tal magnitud que empobrecen la región; por 
primera vez se planteaba la posibilidad que la po-
breza no explica violencia, sino que la violencia 
fuera causa de la pobreza. 

Revisión Estado del Arte
Esta hipótesis, según la cual la violencia es una de 
las causas de la pobreza, forzó la publicación de 
una serie de trabajos que abordaban este tema, 
así se destacan las investigaciones de Montene-
gro & Posada (1995), Cárdenas & Pontón (1995), 
Rocha & Vivas (1998), Badel & Trujillo (1998), 
Meisel & Gálvis (2000), Querubín (2003), Var-
gas (2003), Cárdenas (2007), Duran (2011); Villa, 
Restrepo & Moscoso (2012), Santa María, Rojas 
& Hernández (2013). Estas publicaciones llegan a 
la conclusión que el costo del crimen afecta de 
forma negativa el crecimiento, algunas presen-
tan métodos cuantitativos refinados como las 
de Querubín (2003) y Durán (2011), que fijan 
una metodología de diferencias en diferencias 

Resumen
Este documento establece la existencia de una 
razón de causalidad donde la violencia origina po-
breza, es decir que zonas con prosperidad econó-
mica son los blancos preferidos de grupos arma-
dos ilegales y crimen organizado; de esta forma 
un área de alta productividad puede convertirse 
en una región deprimida socialmente, debido a 
la ausencia de un adecuado gasto en seguridad. 
Dentro de la narrativa histórica para explicar las 
causas del conflicto colombiano se acude a la te-
sis de las causas objetivas de la violencia, o sea 
que pobreza y desigualdad social son causa pri-
mordial de la violencia instrumental que asola a 
Colombia desde 1948. A través de modelos ma-
temáticos se demuestra que la violencia no es de 
uso exclusivo de un solo grupo armado, que los 
dividendos paz, es decir, el crecimiento económi-
co sostenido se obtiene por medio de un gasto 
de seguridad acorde con el nivel de las amenazas 
que enfrenta Colombia, y que la relación causal 
es contraria a la narrativa histórica construida por 
la vertiente ideológica que defiende las causas 
objetivas de la violencia.
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Paz, Gasto en Seguridad, Violencia Instrumental, 
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Introducción
El gasto en seguridad es insuficiente para contro-
lar fenómenos criminales; pero la construcción 
del discurso lleva a que el público lego en temas 
de economía de defensa llegue a la conclusión 
que el gasto en seguridad es improductivo, es de-
cir, que resta posibilidades de crecimiento econó-
mico, lo que  parecería ser lógico en un país sin 
fenómenos criminales tan severos como los que 
sufre Colombia. 

El gasto en defensa, de hecho, es causa de la re-
ducción de las amenazas, tal como se puede leer 
en Aizenman & Glick (2006, p. 34). Por tanto, la 
criminalidad es producto de un Estado débil que 
históricamente también debilitó las Fuerzas Mili-
tares y Policía Nacional, para sostener un Estado 
clientelar como lo describen Robinson (2010) y 
Bushnell (2004). Durante más de medio siglo, el 

“Durante más de medio siglo, el gasto en 
seguridad estuvo por debajo del promedio 
regional, a pesar de cataclismos sociales 
que ha sufrido Colombia”.
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que permiten aislar el efecto del crimen sobre 
el crecimiento económico; este hecho resultó de 
utilidad para profundizar cómo afecta la violencia 
instrumental a la productividad del país. 

Aunque los trabajos de Santa María, Rojas & Her-
nández (2013), Cárdenas (2007), Durán (2011) y 
Riveros (2013), muestran la correlación negativa 
entre crimen y crecimiento a nivel departamen-
tal y municipal, realizando estimaciones sólidas y 
robustas desde la perspectiva cuantitativa; el pro-
blema es que asumen que la tasa de homicidios 
procede de los grupos irregulares desconociendo 
que la violencia instrumental no es monopolio 
exclusivo de estos grupos armados ilegales. Es 
decir, asumen que el sometimiento de un grupo 
armado en una mesa de negociación permitirá 
el crecimiento sostenido de la economia de dos 
puntos adicionales. 

El aumento de esos dos puntos de crecimiento 
adicionales que hallan estas investigaciones, pro-
cede de comparar el crecimiento de los depar-
tamentos entre 1980 y 1990; lo que encuentra 
Cárdenas (2007) es que el crecimiento disminu-
yó por efecto de la tasa de homicidios, es decir, 
que si estos se hubieran reducido a más del 50% 
el desarrollo económico habría cambiado radi-
calmente. Así mismo, Santa María, Rojas & Her-
nández (2013) llegan a un resultado similar pero 
su estimación solo alcanza un punto porcentual a 
nivel municipal lo que sigue siendo de un impacto 
muy alto para el bienestar de la población; de 
igual forma, este documento toma aparte de los 
homicidios las acciones armadas como una varia-
ble proxi de conflicto; por su parte Durán (2011) 
siguiendo la línea que marcara Querubín (2003), 
realiza una estimación de diferencias en diferen-
cias que si bien presenta resultados significativos 
estadísticamente, los valores de los coeficientes 
son bajos para establecer una medida sobre la 
pérdida de crecimiento. 

Mientras que la investigación de Villa-Restrepo 
& Moscoso (2012) emplea el modelo de Solow-
Swan con adaptaciones para ser empleado para 
medir el impacto del conflicto armado; para ello 
recurren a variables de secuestro, ataques de la 
guerrilla y por primera vez un trabajo de con-
flicto armado y crecimiento incluye el gasto en 
seguridad departamental; el resultado que arroja 
en pérdidas de bienestar es de 4 puntos a nivel 
municipal, el doble que el estimado por Cárdenas 
(2007); pero el gasto en seguridad es positivo al 
crecimiento, un hecho sobre el cual no profundi-
zan y que va en contravía del discurso tradicional, 
más si se tiene en cuenta que los resultados son 
obtenidos por investigadores de un tanque de 
pensamiento crítico del sector Defensa. Mientras 
el documento de Pabón (2013) construye un ín-
dice del conflicto armado, que agrega la muerte 
de policías, extorsión, secuestro y sobre este ín-
dice calcula la pérdida de crecimiento anual en 
0.6 puntos porcentuales, esta estimación está por 
debajo de los resultados obtenidos por el resto 
de investigadores.

Ahora, las investigaciones académicas tienen 
poca resonancia en los medios de comunicación 
que tradicionalmente resaltan frases que permi-
ten captar el interés de la opinión, pero que se 

“…la evidencia contrafactual indica que 
países con un sector Defensa desarrollado 
permiten al Estado tener altas posibilidades 
de crecimiento”.

Foto: http://desaprender.costari.ca/blogs/dipecho-america-del-sur-2011-2012--2/tag/Bojaya.htm
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encuentran descontextualizadas; un ejemplo de 
estos casos, es afirmar que Colombia está en una 
carrera armamentista, producto de una lectu-
ra apresurada del Informe SIPRI (2014). En este 
sentido, expresiones tales como que “el gasto en 
Defensa es una desviación de actividades pro-
ductivas” como afirma Durán (2011), es parte de 
una posición ideológica y no fruto de hallazgos 
de su propia investigación. Por ende, un sector 
de la clase política de Colombia emplea estos ar-
gumentos para afirmar que reducir el gasto en 
seguridad permitiría al país crecer dos puntos 
adicionales, cuando en ningún trabajo académico 
destacado se menciona o se demuestra una afir-
mación de tal calibre. 

Evidencia Empírica
Por tanto, este articulo pretende corregir un 
problema que ha encontrado en las metodolo-
gías empleadas al asociar homicidio, extorsión y 
secuestro al conflicto armado; es evidente que 
los grupos armados emplean estas acciones vio-

lentas para cumplir objetivos estratégicos; pero 
establecer que toda acción de crimen instru-
mental es producto de los grupos irregulares, es 
desconocer la existencia del crimen organizado 
y delincuencia común que ha logrado desarro-
llar un mercado profundo de actividades ilegales 
posiblemente como consecuencia de la debilidad 
del Estado y de un gasto de seguridad insuficiente 
para neutralizar fenómenos criminales. 

Lo anterior llevó a desarrollar un modelo que ex-
plicara la tasa de homicidios por cada 100.000 
habitantes a nivel municipal desde 1993 hasta el 
año 2012, porque según la revisión del estado del 
arte presentada, se asume que el sometimiento 
de un grupo armado frenarría la del conflicto ar-
mado, de esta forma la tasa de homicidios caería 
de forma drástica y se lograría crecer de forma 
permanente dos puntos porcentuales del PIB, a 
esta proposición se denomina dividendos de paz; 
el problema es que parte del supuesto que los 
crímenes violentos son el producto de un solo 
grupo armado, y de acuerdo con el modelo que 
se presenta en el Cuadro 1, esto no es cierto. 
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En primer lugar, la tasa de homicidios depende de 
dónde se encuentre localizado el municipio, de 
esta forma la geografía captura efectos propios 
de la región como son instituciones, historia, con-
diciones demográficas y posibles efectos contagio 
de la violencia; en segundo lugar, se emplea la 
presencia de grupos ilegales (Farc, ELN) así como 
las bandas criminales (Bacrim), de igual forma se 
introduce la presencia de cultivos de coca en el 

municipio, y la variable ataques a población como 
una expresión explícita del conflicto armado. La 
forma funcional es lineal y se estima por medio 
de efectos fijos y aleatorios que resulta ser el mé-
todo más apropiado en un panel de datos para 
los 1.039 municipios de Colombia. 

Los resultados que se obtienen dan cuenta que 
las variables son significativas, por tanto el gru-
po armado que más emplea la violencia son las 
Bacrim, es decir, un municipio con presencia de 
estos delincuentes presenta 17 homicidios por 
cada cien mil habitantes adicionales; ahora el se-
gundo grupo más violento es el ELN y el tercero 
las Farc. Lo que implica que una  negociación con 
las Farc que conduzca a su total desmovilización 
reduciría este delito a nivel municipal en 10 homi-
cidios por cada cien mil habitantes, teniendo en 
cuenta que el promedio es 32 homicidios y solo 
la región Caribe presenta el índice más bajo con 
9 homicidios por cada cien mil habitantes. 

Así, la presencia de cultivos ilícitos de coca ele-
va el promedio a 10 homicidios y los ataques a 
poblaciones solo lo incrementa en un homicidio, 
lo que implica que los dividendos de paz no se 
obtendrían por solo someter a las Farc, porque 
incluso un grupo diezmado el ELN emplea el 
homicidio con el propósito de seguir realizando 
acciones criminales. Lo que resulta preocupante 
de este panorama es que en ausencia de estos 
grupos criminales, el homicidio es particularmen-
te alto, de tal forma, la evidencia empírica revela 
que esta modalidad se presenta en áreas muni-
cipales donde la Policía Nacional es insuficiente 
para neutralizar fenómenos violentos. 

Finalmente, se realiza una estimación de 
diferencias en diferencias empleando una 
valoración de efectos fijos para datos municipales, 
la variable dependiente es el desempeño fiscal; 
esta es una medida que emplea el Departamento 
Nacional de Planeación como indicador sintético, 
construido por medio de la metodología 
de componentes principales que agrupa 6 
indicadores financieros que miden sostenimiento 
de los gastos de funcionamiento con relación a los 
ingresos corrientes, la capacidad de recaudación 
tributaria, dependencia de transferencias 
para financiamiento del municipio, nivel de 
endeudamiento, niveles de inversión y capacidad 

“… las investigaciones académicas tienen poca 
resonancia en los medios de comunicación 
que tradicionalmente resaltan frases que 
permiten captar el interés de la opinión, pero 
que se encuentran descontextualizadas, 
un ejemplo de estos casos, es afirmar que 
Colombia está en una carrera armamentista, 
producto de una lectura apresurada del 
Informe SIPRI (2014)”.

Foto: http://www.acnur.org/t3/noticias/galeria-de-imagenes/colombia-desplazados-internos-en-zonas-
urbanas/?L=gulnlx
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de ahorro. Esta medida va de un intervalo de 0 
a 100 siendo 0 un mal desempeño y 100 una 
excelente gestión; los municipios con buenos 
niveles por ende tiene una mejor dotación 
de bienes públicos y el gobierno incentiva su 
gestión con recursos adicionales, lo que a la 
postre se debe reflejar en mayor bienestar, por 
tanto es una buena variable proxi de bienestar 
social agregado. La tasa de homicidios por cada 
100.000 habitantes, la recepción de personas 
desplazadas y la desmovilización de milicianos 
de grupos armados son variables explicativas; los 
resultados del modelo se plasman en el Cuadro 
2, como es lógico, de los homicidios reducen 

el desempeño fiscal 16 puntos porcentuales, 
mientras que el número de desmovilizaciones 
no posee efectos sobre la finanzas municipales y 
la atención de desplazados eleva el desempeño 
fiscal del municipio.

Lo que muestra la evidencia es que el homicidio 
reduce el bienestar de las regiones de Colombia, 
pero la atención de desmovilizados no es rele-
vante; es decir, que los dividendos de paz no son 
producto de los beneficios que se le brinden a 
los victimarios, sino que se alcanzarían por medio 
de combatir las expresiones criminales que em-
plean la violencia instrumental como arma, lo que 
recuerda a Becker (1968) quien afirmaba que 
son los incentivos los que inducen la conducta 
delictiva; finalmente, la atención a las víctimas au-
menta el bienestar de la población, porque estas 
personas poseen un capital humano que puede 
ser absorbido por el sector productivo, mientras 

“… un sector de la clase política de Colombia, 
emplea estos argumentos para afirmar que 
reducir el gasto en seguridad permitiría al 
país crecer dos puntos adicionales, cuando 
en ningún trabajo académico destacado se 
menciona o se demuestra una afirmación de 
tal calibre”.

que el desmovilizado tiene los incentivos para re-
tornar al mercado de actividades ilegales fruto de 
poseer un bajo nivel de capital humano, así un 
programa de reinserción pasa por capacitar esta 
mano de obra; de lo contrario se explica por qué 
el desempeño fiscal se reduce ante la presencia 
de desmovilizados.

Conclusiones 
El nivel de gasto en seguridad es insuficiente para 
controlar fenómenos criminales; y la primera im-
precisión que se comete en el discurso histórico 
contra el sector Defensa es manifestar que el gas-
to es improductivo, es decir que este reduce el 
crecimiento económico a Colombia y como frase 
lapidaria que se repite en medios de comunica-
ción y que emplean grupos políticos ideologiza-
dos contra las FF.AA. es respaldar estas asevera-
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el OCDE, organismo que se vale de estudios del 
Banco Mundial para valorar la posición económi-
ca de este país, además Colombia se descolonizó 
hace 192 años, de ahí que la tercera razón de 
causalidad en Colombia sea la inseguridad y el cri-
men que deteriora la productividad y produce la 
generación de pobreza, contrario a la tesis de las 
causas objetivas que afirma que la pobreza deriva 
en violencia, tal como se plasma en la evidencia 
cuantitativa desarrollada en el presente artículo 
que demuestra que violencia y crimen es causa 
de la pobreza.
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“… la presencia de cultivos ilícitos de coca 
eleva el promedio a 10 homicidios, y los 
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1 homicidio, lo que implica que los dividendos 
de paz, no se obtendrían por solo someter a 
las Farc, porque incluso un grupo diezmado 
el ELN emplea el homicidio con el propósito 
de seguir realizando acciones criminales”.  
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